



Observaciones del CERMI al proyecto de Real Decreto por el que se modifica el Real Decreto 1722/2007, de 21 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, en materia de órganos, instrumentos de coordinación y evaluación del Sistema Nacional de Empleo, y se regulan los procesos de inserción de las personas con discapacidad en el mercado de trabajo
Examinado el Proyecto de Real Decreto de referencia, desde el CERMI se formulan las siguientes aportaciones al texto:

· Al Preámbulo.- 

Hacer constar en el preámbulo que el texto del proyecto de real decreto ha sido sometido a consultas del Consejo Nacional de la Discapacidad y de las organizaciones más representativas de las personas con discapacidad y sus familias.

· Al articulado.-

· Al artículo 4.
* Se propone añadir un párrafo segundo al numeral primero de este artículo, con el siguiente texto:
“El informe de aptitudes deberá confeccionarse y emitirse en soportes y formatos accesibles a las necesidades de las personas con discapacidad.”
*  Se dice (numeral 2, segundo párrafo) que los "informes de aptitudes" pueden ser realizados "bien de oficio, cuando proceda como consecuencia del reconocimiento inicial del grado de discapacidad o de las revisiones que se efectúen, o a petición expresa de los servicios Públicos de Empleo, previo consentimiento de la persona demandante de empleo con discapacidad".
Sin embargo, se considera que la elaboración de dicho dictamen solo debe ser realizada cuando voluntariamente la persona con discapacidad o su representante legal así lo estimen, o cuando estos lo acuerden con el servicio público de empleo para confeccionar un itinerario individualizado. 

En realidad hay demandantes con discapacidad que solicitan y obtienen un empleo sin precisar el informe referido, por lo que resulta innecesaria (y un gasto inútil en muchos casos) su generalización.

Nos parece que realizar de oficio informes de aptitud de los demandantes de empleo constituye un intervencionismo exagerado sobre la libertad de la persona con discapacidad que es la única que puede elegir o no que le valoren su "APTITUD". Además, puede suponer una barrera de entrada e, incluso, inducir a la discriminación en el acceso al empleo, por lo que su elaboración debe dejarse en manos de la libre aceptación de la persona objeto del mismo. Parece que se ha querido ahuyentar este riesgo con la cláusula introducida en el apartado 4, en el que se dice que el acceso a la contratación o a las ayudas públicas en ningún caso estará condicionado a la existencia del informe de aptitudes, mención que es obvia, lo mismo que se dijera que el informe de "aptitud" nunca podrá servir para discriminar negativamente a las personas con discapacidad. 

Dejemos, por consiguiente, que las personas con discapacidad ejerzan o no su derecho y libertad de obtener este informe y a las empresas de decidir o no la contratación en ausencia del mismo.

Se propone, pues, el siguiente texto de artículo 4.2, segundo párrafo:

"La emisión del informe se realizará a petición de la persona con discapacidad, al solicitar el reconocimiento del grado de discapacidad o en cualquiera de sus revisiones, o a petición expresa de los Servicios Públicos de empleo, previo consentimiento de la persona demandante de empleo con discapacidad"

· Nuevo artículo.

Se sugiere agregar un artículo, de nueva creación, en el Capítulo II, del Proyecto de Real Decreto, dedicado a establecer garantías de que a lo largo de todo el proceso se garantice la protección de datos personales de acuerdo con la legislación sectorial aplicable.
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